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Sr. S. de Vega, Presidente  
y ponente 
 
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, reunida 
en Zamora el día 15 de febrero de 
2023, ha examinado el recurso 
extraordinario de revisión interpuesto 
por D. yyyy, y a la vista del mismo y 
tal como corresponde a sus compet-
encias, emite, por unanimidad, el 
siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero  
Sra. Ares González, Consejera  
Sr. Herrera Campo, Consejero  
  
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
  
 
 

DICTAMEN 40/2023 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 18 de enero de 2023 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente relativo al recurso 
extraordinario de revisión interpuesto por D. yyyy, contra la Resolución 
2015/969, de 30 de abril de 2015, de la Alcaldía del Ayuntamiento de xxx1, por 
la que se le impone una sanción en materia de tráfico.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 19 de enero de 2023, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 40/2023, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al Consejero Sr. S. de Vega.  

 
Primero.- El 31 de mayo de 2014, se formula denuncia por parte de la 

Policía Municipal de xxx1, como consecuencia de los hechos acaecidos a las 
11:28 horas de ese día, en la avenida de cccc nº 44 de dicha localidad, al 
circular a 76 km/h, estando limitada la velocidad a 50 Km/h. Como presunto 
responsable aparece D. yyyy.  
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Segundo.- El 25 de septiembre de 2014, y tras resultar fallidos los 
intentos de notificación personal en la dirección recogida en la base de datos de 
la Dirección General de Tráfico (DGT), se notifica la denuncia mediante edicto 
publicado en el BOE. En dicha notificación se señala la obligación de identificar 
al conductor del vehículo en un plazo de 20 días hábiles.  

 
Tercero.- Transcurrido el plazo señalado sin que se procediera a la 

identificación del conductor, el 20 de enero de 2015 se dicta acuerdo de archivo 
del expediente nº 2014/006/10264 y se incoa expediente nº 2014/006/10264-
T1 por incumplimiento la obligación de identificar al conductor, lo que se 
considera una infracción muy grave en el artículo 77.j) del texto refundido de la 
Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, a la que, de acuerdo 
con lo establecido en el art. 80.2.b) del mismo texto legal, corresponde una 
sanción del triple del importe de la sanción originaria (300,00 euros).  

 
Tras dos intentos de notificación infructuosos en la dirección que obra en 

las bases de la DGT, se notifica mediante edicto publicado en el BOE el 13 de 
febrero de 2015. 

 
Cuarto.- Mediante Resolución nº 2015/969, de 30 de abril, de la 

Alcaldía, se impone a D. yyyy una sanción de 900,00 euros. Esta resolución se 
notifica mediante edicto publicado en el BOE el 18 de junio de 2015, tras 
resultar de nuevo infructuosos los intentos de notificación en la dirección que 
obra en las bases de la DGT. En la misma se indica que el pago de la multa ha 
de realizarse en los 15 días naturales siguientes a la fecha de la firmeza de la 
sanción. 

 
Quinto.- Firme la sanción, y transcurrido el plazo de ingreso en periodo 

voluntario, el 1 de octubre de 2015 se dicta providencia de apremio. 
 

Sexto.- El 9 de julio de 2018 tiene entrada en el registro del 
Ayuntamiento de xxx1 un recurso extraordinario de revisión interpuesto por 
D. yyyy contra la Resolución 2015/969, de 30 de abril. 

 
En dicho recurso manifiesta que, con ocasión de la devolución del IRPF, 

correspondiente al ejercicio 2017, ha tenido conocimiento de que por parte de 
Recaudación de xxx2, en el número de expediente 18002827141, se ha 
procedido a embargar y retener el importe íntegro de la devolución, en la 
cantidad de 103,13 euros. Por parte del indicado Organismo se le informa de 
que el expediente se tramita con ocasión de una multa de tráfico del 
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Ayuntamiento de xxx1 por importe de 900 euros más el recargo del 20 % por 
importe de 180 euros, más los intereses correspondientes, todo ello con ocasión 
de la conducción del vehículo con placa de matrícula vvv2.  

 
El recurrente manifiesta que el vehículo con placa de matrícula vvv2 no 

es de su propiedad y nunca lo ha sido, y que nunca ha conducido en el término 
municipal de xxx1. No obstante, afirma que es titular, desde el día 7 de agosto 
2014, del vehículo Volvo S40, con placa de matrícula vvv1 y que la única 
diferencia entre ambas matriculas es que el vehículo objeto de sanción lo ha 
sido con placa de matrícula vvv2, mientras que el vehículo de su propiedad 
tiene placa matrícula vvv1; siendo solo diferente la primera letra y coincidiendo 
el resto de números y letras.   

 
Indica que el recurso se interpone al amparo de lo dispuesto en el 

artículo 125.1.a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC), y dentro del 
plazo establecido. 

 
Solicita que se declare la nulidad de la resolución sancionadora dictada 

en su día, por no ser el recurrente titular del vehículo con placa de matrícula 
vvv2. 
 

Séptimo.- El 1 de diciembre de 2022 se formula informe-propuesta de 
resolución favorable a la estimación del recurso extraordinario de revisión. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen.  
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i).2º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.f) del Acuerdo de 6 de 
marzo de 2014, del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el que 
se determina la composición y competencias de las Secciones. 
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2ª.- El recurrente tiene la condición de interesado y está legitimado para 
interponer recurso extraordinario de revisión, conforme a lo previsto en la LPAC.  

 
La competencia para resolver el recurso extraordinario de revisión 

corresponde al Alcalde, de acuerdo con el artículo 125.1 de la LPAC. 
 

El recurso se ha interpuesto dentro del plazo previsto en el artículo 125.2 
de la LPAC. 
 

3ª.- Conforme al artículo 125.1 de la LPAC, el recurso extraordinario de 
revisión solo cabe frente a actos firmes en vía administrativa y debe basarse en 
alguna de las circunstancias tasadas que se recogen en dicho precepto. 

 
Por tanto, para que sea admisible este recurso es necesario que el acto 

no sea susceptible de recurso administrativo ordinario. Si todavía es admisible 
un recurso ordinario o especial en relación con el acto, lo lógico es que, 
cualquiera que sea la infracción en que incurra aquel, aunque se trate de un 
motivo específico de revisión, se haga valer en el recurso administrativo 
admisible. El carácter extraordinario del recurso de revisión así lo impone. Aquí 
se trata de un acto (la Resolución de la Alcaldía 2015/969, de 30 de abril de 
2015) que a fecha de presentación del recurso extraordinario de revisión (9 de 
julio de 2018) ya era un acto firme en vía administrativa. 
 

En el presente caso, el interesado fundamenta su recurso en la 
concurrencia de la causa recogida en la letra a) del artículo 125.1 de la LPAC. 

 
En suma, habiéndose interpuesto contra un acto firme en vía 

administrativa y fundamentándose en las circunstancias tasadas legalmente, 
procede admitir el recurso interpuesto. 

 
4º.- Aceptada su procedencia, ha de analizarse el fondo de la cuestión 

planteada en el recurso. 
 
Conviene recordar que el recurso extraordinario de revisión constituye 

una vía excepcional que procede exclusivamente en una serie de supuestos 
tasados, y, por tanto, debe ser objeto de una interpretación estricta para evitar 
que se convierta en una vía ordinaria de impugnación de los actos 
administrativos, transcurridos los plazos previstos por la legislación vigente para 
la interposición de los recursos administrativos ordinarios. Así lo ha puesto de 
manifiesto este Consejo Consultivo en numerosos dictámenes, siguiendo la 
doctrina del Tribunal Supremo y del Consejo de Estado. 
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En relación con la concurrencia de la circunstancia contemplada en el 

artículo 125.1 a), es doctrina reiterada del Tribunal Supremo y del Consejo de 
Estado que el error de hecho, para que constituya motivo del recurso 
administrativo de revisión, debe versar sobre un hecho, cosa o suceso, esto es, 
sobre una realidad independiente de toda opinión, criterio particular o 
calificación, estando excluido de su ámbito todo aquello que se refiera a 
cuestiones jurídicas, apreciación de la trascendencia o alcance de los hechos 
indubitados, valoración legal de las pruebas, interpretación de las disposiciones 
legales y calificaciones que puedan establecerse. Y ello porque este motivo 
incide sobre un plano puramente fáctico. 

 
Además, tal y como ha manifestado el Consejo de Estado en su Dictamen 

nº 279/1997, “la cuestión fáctica interesa siempre que el error, en su caso, 
padecido por la Administración, afecte a la resolución impugnada”, por lo que 
deberá desestimarse si se trata de cuestiones interpretativas ajenas al error de 
hecho o material que se pretende invocar. 

 
Por tanto, dos son los requisitos que deben concurrir para que sea 

admisible y procedente un recurso de revisión fundado en este motivo:  
 

a) Que exista error de hecho, siendo necesario que los hechos en 
virtud de los cuales se ha dictado el acto sean inexactos, no respondan a la 
realidad. El error no debe referirse a los preceptos aplicables, sino a los 
supuestos de hecho. 

 
b) Que resulte de los propios documentos incorporados al 

expediente. No hay que acudir a elementos extraños de los que integran el 
expediente, ni a las declaraciones hechas por órganos jurisdiccionales. El 
manifiesto error de hecho que sirve de fundamento al recurso de revisión ha de 
resultar de una simple confrontación del acto impugnado con un documento 
incorporado al expediente.  

 
En este sentido, mantiene el Consejo de Estado (por todos, Dictamen 

770/2015, de 1 de octubre) que “la exigencia de que los documentos estén 
`incorporados al expediente´ excluye, en principio, como documentos idóneos a 
los efectos del artículo 118.1.1ª [actual artículo 125.1.a], aquellos que 
acompaña el interesado a su recurso de revisión, o que se incorporen con 
posterioridad a la conclusión del expediente mismo que dio lugar al acto 
impugnado, salvo en el caso de que tales documentos constaran en archivos o 
registros de la Administración con anterioridad a la fecha de la resolución 
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recurrida. Una repetida doctrina de este Consejo de Estado (véanse el dictamen 
nº 3.630/2003, de 22 de enero de 2004, y los que en él se citan) viene 
asimilando los documentos que deberían haberse incorporado de oficio al 
expediente, a los documentos de hecho incorporados al mismo a los efectos de 
la circunstancia primera del artículo 118.1 citado”. 

 
En cambio, no procederá considerar como documentos incorporados al 

expediente, a efectos del artículo 125.1.a) de la LPAC, aquellos que el interesado 
haya podido aportar ex novo junto con el recurso extraordinario de revisión, y 
ello porque la Administración se vería privada de la posibilidad de subsanar el 
error de hecho en que hubiera podido incurrir un acto dictado por ella en vía 
ordinaria, no existiendo esta facultad cuando el acto ya es firme en vía 
administrativa, al estar ante documentos nuevos aportados con posterioridad.  

 
Esta solución es congruente con el carácter extraordinario de esta vía, 

llamada a revisar actos respecto de los que la propia Administración ha podido 
pronunciarse plenamente a la vista de los documentos que obraban en su 
poder, ya en instancia, ya en vía de recurso ordinario o especial (que no 
extraordinario). 

 
En el presente supuesto, la Administración, por error, consideró que 

D. yyyy era el propietario del vehículo con el que se cometió la infracción, al 
transcribir erróneamente una de las letras de la placa de matrícula. El error 
resulta de los propios documentos incorporados al expediente, ya que, del 
expediente resulta que si bien el vehículo infractor fue el que poseía la placa de 
matrícula vvv2, y así le fue comunicado al interesado cuando se dirige al ente 
público de recaudación Recaudación de xxx2, por error, el procedimiento de 
dirigió contra el titular del vehículo con placa de matrícula vvv1, del que era 
titular el ahora recurrente. 

 
En el expediente remitido por el Ayuntamiento, en el índice de los 

documentos que componen el expediente sancionador, dispone que 
determinada documentación “no se encuentra disponible en los archivos 
municipales, ni originales ni copias, a causa del tiempo transcurrido y diversas 
incidencias”. A continuación añade que “(…) Dicha carencia no afecta al fondo 
del presente asunto, puesto que, el hecho a tener en cuenta, es que en el 
momento en el que se toma fotografía del radar (31 de mayo de 2014) el 
responsable del vehículo no era la persona contra la que se han realizado todas 
las actuaciones”. 
 

De esta forma, los documentos que acreditaban que el recurrente no era  
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el titular del vehículo con el que se cometió la infracción ya estaban 
incorporados al expediente, considerando como tales a estos efectos los 
contenidos en archivos y registros de la Administración (en este sentido, 
dictámenes del Consejo de Estado 795/1991, de 4 de julio, y 452/2018, de 18 
de octubre; de la Comisión Jurídica Asesora de la Comunidad de Madrid; y del 
Consejo Consultivo de Castilla y León 214/2020, de 30 de julio, 339/2021, de 16 
de septiembre,  el 541/2021, de 3 de febrero de 2022 o el 665/2022 de 17 de 
enero de 2023). Y esos registros evidenciaban el error de hecho de la resolución 
recurrida, al dirigirse el procedimiento contra persona distinta del autor de la 
infracción. 
 

Por lo expuesto, este Consejo Consultivo considera que el recurso 
extraordinario de revisión debe estimarse, al concurrir los presupuestos que lo 
autorizan conforme al artículo 125.1.a) de la LPAC. 
 

 
III 

CONCLUSIONES 
 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede estimar el recurso extraordinario de revisión interpuesto por 

D. yyyy, contra la Resolución 2015/969, de 30 de abril de 2015 de la Alcaldía 
del Ayuntamiento de xxx1, por la que se le impone una sanción en materia de 
tráfico.  

  
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado.  

 
 
 


